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Los órganos judiciales, como señala el Ministerio Fis-
cal en sus alegaciones, al justificar la desestimación de
la queja del recurrente invirtieron la relación entre el
derecho de defensa y el de asistencia letrada, de manera
que supeditaron la efectividad del primero al cumplimien-
to de los requisitos legales exigidos para actuar en cali-
dad de Letrado. De esta manera, al apreciar que no podía
intervenir como Letrado por no hallarse colegiado ni habi-
litado, le impidieron ejercer su autodefensa y participar
contradictoriamente en el juicio de faltas como sujeto
activo, dada su condición de parte. La lectura del acta
de la vista pone de relieve que al recurrente no se le
permitió interrogar al denunciante ni a los tres testigos
que declararon en el juicio oral, ni tampoco se le permitió
resumir la prueba practicada o formular conclusiones
sobre la misma. Tales omisiones, esenciales para el ejer-
cicio del derecho de defensa contradictoria, no se vieron
suplidas ni compensadas por el hecho de haberse reco-
gido en el acta -a modo de protestalas preguntas que
hubiese deseado formular a los intervinientes, ni tam-
poco por el hecho de haber solicitado la condena del
denunciante en el turno de última palabra.

El pronunciamiento judicial no vino precedido de un
debate pleno y contradictorio sobre todos los aspectos
de la denuncia y de la acusación (una vez fue formulada
por el Ministerio Fiscal y el denunciante), y se ha fundado
en pruebas respecto de las cuales no se ha producido
la debida contradicción, lo que constituye una vulne-
ración del derecho de defensa que debe ser declarada
y restablecida mediante la retroacción de las actuaciones
al momento anterior al de la vista oral para que, en
la misma, pueda el recurrente defender contradictoria-
mente sus intereses y pretensiones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la petición de amparo formulada por don Juan
Bautista Cebolla Arteaga, y, en su virtud:

1.o Declarar que la condena impuesta por la Sen-
tencia de la Juez de Instrucción núm. 13 de Sevilla,
de 17 de septiembre de 1997, dictada en el juicio de
faltas núm. 234/97, y la Sentencia de la Sección Tercera
de la Audiencia Provincial de Sevilla, de 27 de enero
de 1998, desestimatoria del recurso de apelación núm.
4563/97, han vulnerado el derecho de defensa del
recurrente.

2.o Restablecerle en su derecho, y, a tal fin, anular
parcialmente dichas Sentencias, exclusivamente en lo
que se refiere a la condena del recurrente, y retrotraer
las actuaciones al momento inmediatamente precedente
a la celebración de la vista oral en primera instancia,
a fin de que su enjuiciamiento se lleve a cabo por el
órgano judicial que sea competente con pleno respeto
a sus garantías constitucionales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de junio de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

13799 Sala Segunda. Sentencia 144/2001, de 18
de junio de 2001. Recurso de amparo
4840/98. Promovido por doña Lucila Ferrero
García respecto al Auto del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Gijón que desestimó su
impugnación contra la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita de Oviedo por denegación
del beneficio de litigar gratuitamente en un
proceso de tercería de dominio.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión: denegación de asis-
tencia jurídica gratuita, para defenderse en
apelación de una alegada indefensión en el
juicio, incongruente e inmotivada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4840/98, promovido
por doña Lucila Ferrero García, representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Paloma Cebrián Palacios
y asistida por el Abogado don Antonio Cases Tello, contra
el Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Gijón, de 7 de octubre de 1998, que desestima la impug-
nación formulada contra el Acuerdo de la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita de Oviedo, de 22 de junio
de 1998. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 21 de mayo de 1999, la Procuradora de los Tri-
bunales doña Paloma Cebrián Palacios, designada de
los del turno de oficio, en nombre y representación de
doña Lucila Ferrero García, interpuso recurso de amparo
contra el Auto de referencia.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) La recurrente en amparo, demandada en juicio
de menor cuantía núm. 647/97 ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 3 de Gijón, presentó solicitud de
asistencia jurídica gratuita ante el Colegio de Abogados
de Gijón para personarse en el recurso de apelación
y recurrir, en su caso, la Sentencia recaída en la instancia,
alegando no haber sido citada en primera instancia y
no haber tenido, por tanto, conocimiento del pleito. A
la solicitud de dicho beneficio acompañó la correspon-
diente documentación a los efectos de acreditar la insu-
ficiencia de medios económicos.

b) Con fecha 29 de mayo de 1998 el Colegio de
Abogados remitió una carta a la instante haciendo cons-
tar que la Junta de Gobierno del Colegio había acordado
denegar lo solicitado por incumplimiento de los requi-
sitos del art. 2 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de
asistencia jurídica gratuita (LAJG). Asimismo se le noti-
ficaba el traslado a la Comisión de Asistencia Jurídica
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Gratuita (CAJG) de Oviedo para ratificación o revocación
de la decisión del Colegio.

c) Por Resolución de fecha 22 de junio de 1998
la CAJG confirma la decisión provisional del Colegio por
considerar que «se pretendía el reconocimiento del dere-
cho en la segunda instancia, sin haberlo solicitado en
la primera» y por no acreditar circunstancias o condi-
ciones sobrevenidas en el curso de la primera instancia
o con posterioridad a ella.

d) Impugnado el Acuerdo en vía judicial, por Auto
del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Gijón, de
7 de octubre de 1998, se desestima la impugnación
con base en la siguiente argumentación:

«La solicitante Lucila Ferrero García impugna el acuer-
do de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita porque
desea recurrir la Sentencia dictada en el menor cuantía
n.o 647/97, en base a que no tuvo conocimiento del
procedimiento. La disposición invocada en el acuerdo
se ajusta a la legalidad. Las alegaciones de la parte pre-
tenden que por la comisión se supervise la actuación
del Juzgado, quien a su parecer, omitió las normas esen-
ciales del procedimiento continuando con el mismo sin
darle traslado de la demanda ni citarla ni oírla; la función
de la Comisión evidentemente no es de control juris-
diccional. En la tercería de dominio se observaron las
normas procedimentales y los principios de defensa y
de audiencia, pero la parte hizo caso omiso hasta que
presentó la solicitud una vez que conoció la sentencia»
(razonamiento jurídico único).

3. En la demanda se alega la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión y del dere-
cho a la defensa y asistencia letrada (art. 24 CE). También
se dicen vulnerados, aunque sin argumento alguno, los
arts. 25 y 109 (sic, por 119) CE. Frente a la denegación
de la solicitud de ser defendida por Letrado del turno
de oficio, basada en el art. 8.2 de la Ley 1/1996 y
en el dato de no haber comparecido en la primera ins-
tancia, afirma que la falta de acreditación de las cir-
cunstancias y condiciones sobrevenidas es consecuencia
de que no tuvo conocimiento de la existencia del pro-
cedimiento sobre tercería de dominio hasta que le fue
notificada la resolución dictada en primera instancia y
lo determinante a la hora de enjuiciar su pretensión de
disfrute de asistencia jurídica gratuita es que en el
momento de su solicitud la ahora recurrente cumplía
los requisitos legalmente exigidos para ello.

Según entiende la recurrente, la falta de tutela de
una legítima pretensión por parte de la resolución judicial
impugnada le habría situado en una situación de inde-
fensión material lesiva del art. 24.1 CE. Solicita, por ello,
la declaración de nulidad del Auto contra el que recurre,
el reconocimiento de los derechos a la tutela judicial
efectiva y a la defensa y asistencia de Letrado y el res-
tablecimiento en su derecho a obtener resolución sobre
sus pretensiones.

4. Por providencia de la Sección Tercera de este
Tribunal, de 28 de febrero de 2000, se acuerda dar
vista de las actuaciones recibidas y, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder a la deman-
dante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común
de diez días para formular las alegaciones que se estimen
pertinentes en relación con la carencia manifiesta de
contenido de la demanda -art. 50.1 c) LOTC.

Por medio de escritos registrados en este Tribunal
los días 21 y 23 de marzo de 2000, evacúan el trámite
la representación procesal de la recurrente y el Ministerio
Fiscal, respectivamente, interesando ambos la admisión
a trámite de la demanda.

5. Por providencia de la Sala Segunda, de 23 de
mayo de 2000, se acuerda admitir a trámite la demanda
y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir
comunicación al Juzgado de Primera Instancia núm. 3
de Gijón a fin de que, en plazo que no excediese de
diez días, obrando ya en la Sala testimonio de los autos
núm. 461/98, se emplazase a las partes personadas
en el mencionado procedimiento para que pudiesen
comparecer en el presente recurso de amparo.

6. Por diligencia de ordenación, de 13 de octubre
de 2000, se tiene por presentado y parte en el pro-
cedimiento al Abogado del Estado en la representación
que ostenta y, conforme determina el art. 52.1 LOTC,
se da vista de las actuaciones recibidas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de
veinte días, a fin de que puedan presentar las alegaciones
que estimen pertinentes.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el día 31
de octubre de 2000, formula sus alegaciones el Abogado
del Estado solicitando la desestimación del recurso.

Sin perjuicio de señalar lo que se califica de aparente
contradicción entre las Resoluciones del Colegio de Abo-
gados de Gijón y de la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita y la discrepancia, asimismo aparente, entre esta
última y la resolución judicial impugnada concluye el
Abogado del Estado que no existe indicio alguno de
presupuesto que pudiese justificar la inaplicación al caso
del art. 8.2 LAJG, ya que la justificación de la necesidad
sobrevenida de justicia gratuita debe justificarse tanto
si quien la solicita ha estado activamente presente en
la primera instrucción, como si se hallaba en rebeldía.
Ciertamente, añade «de la anterior conclusión habrá que
excluir ... los casos en los que la primera instancia se
tramitó sin la presencia del peticionario del derecho a
la justicia gratuita por un defecto de tramitación», pero
en el presente supuesto, según afirma el Auto impug-
nado, «por lo menos prima facie» no existe infracción
procesal alguna.

8. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia
con fecha 18 de noviembre de 2000 y registrado en
este Tribunal el día 21 de noviembre de 2000, formula
sus alegaciones la ahora recurrente en súplica de la esti-
mación del amparo solicitado, aunque limita la vulnera-
ción a los derechos a la tutela judicial efectiva y a la
defensa y asistencia de letrado del arts. 24.1 y 2 CE.

Dando por reproducidos los escritos de demanda y
alegaciones, insiste, en primer lugar, en el hecho de que
la denegación del derecho a la justicia gratuita por el
Colegio de Abogados de Gijón no razona el motivo de
la misma; en segundo lugar, afirma que la desestimación
de la solicitud por parte de la Comisión de Justicia Gra-
tuita se basa en argumentos contradictorios con los del
Colegio de Abogados y en que el nuevo fundamento
aducido es inaceptable ya que no pudo solicitar el dere-
cho de justicia gratuita en primera instancia porque no
tuvo conocimiento del procedimiento hasta la notifica-
ción de la Sentencia; finalmente, respecto del Auto
recurrido en amparo aduce que no da respuesta a las
alegaciones vertidas por la recurrente y no motiva sufi-
cientemente la afirmación de que en el proceso de ter-
cería de dominio se observaron las normas procedimen-
tales y los principios de defensa y de audiencia.

9. El Ministerio Fiscal formula alegaciones por escri-
to registrado en este Tribunal el siguiente día 22 de
noviembre de 2000, interesando el otorgamiento del
amparo solicitado en atención a la desconexión apre-
ciable entre el objeto del proceso de justicia gratuita
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y lo tratado en la resolución judicial o, en otro caso,
por falta de motivación, al no darse razones entendibles
de la denegación del acceso de la litigante al proceso.

Sostiene que la decisión del Colegio de Abogados
de Gijón de denegar la asistencia jurídica gratuita con
fundamento en el art. 2 de la Ley 1/1996, de asistencia
jurídica gratuita, que no contempla los requisitos de la
concesión del beneficio, sino su ámbito personal de apli-
cación, incumple «los requisitos de la motivación cons-
titucionalmente tolerable»; segundo, que el Acuerdo de
la Comisión de Justicia Gratuita de Oviedo, fundado en
el art. 8.2 de la referida Ley, que regula los casos en
que «el actor o demandado pretendan el reconocimiento
del derecho en segunda instancia, sin haberlo solicitado
en la primera ...», no «responde a unos criterios lógicos»,
ya que la recurrente no podía invocar una «carencia de
medios en un momento en el que no se hallaba en el
proceso»; tercero, respecto del Auto impugnado en
amparo, que «hace objeto de su estudio» una cuestión
no planteada por el recurrente ni analizada en las deci-
siones de los órganos administrativos cual es la obser-
vancia o no de la legalidad procesal en el juicio de tercería
de dominio, con lo que no responde a la cuestión plan-
teada. Finalmente añade, como argumento subsidiario,
que carece de motivación suficiente la conclusión alcan-
zada en el Auto conforme a la cual en el juicio de tercería
se observaron los requisitos procesales de audiencia y
defensa del art. 24.1 CE.

10. Por providencia de 14 de junio de 2001, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 18 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
el Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Gijón, de 7 de octubre de 1998, que desestima la impug-
nación del Acuerdo de la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita de Oviedo, de 22 de junio de 1998, en autos
núm. 481/98.

Como ha quedado expuesto detalladamente en los
antecedentes, el demandante de amparo centra su
denuncia en la vulneración de los derechos a la tutela
judicial efectiva y a la defensa y asistencia de Letrado
(art. 24.1 y 2 CE), por considerar que el referido Auto
no da respuesta a su petición de obtener asistencia
jurídica gratuita y por falta de motivación de la con-
clusión de que en el procedimiento de tercería de domi-
nio se han respetado los principios de audiencia y
defensa.

El Ministerio Fiscal también solicita la concesión del
amparo impetrado argumentando asimismo, respecto
del Auto, que no da respuesta a la cuestión planteada
y, subsidiariamente, que carece de motivación suficiente
en cuanto a la denegación de la posible indefensión en
el juicio de la tercería de dominio.

Por el contrario, el Abogado del Estado propone la
desestimación del amparo solicitado al considerar jus-
tificada la aplicación del art. 8.2 de la Ley 1/1996,
de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita (LAJG),
ya que a su juicio quienes piden justicia gratuita en
segunda instancia deben acreditar la concurrencia de
circunstancias sobrevenidas respecto de la primera ins-
tancia tanto si fueron parte activa en la misma cuanto
si estuvieron en rebeldía, como sucedería en este caso
en el que prima facie no se produjo infracción procesal
alguna en la citación de la recurrente.

Se trata, pues, de dilucidar si la resolución judicial
impugnada, íntegramente reproducida en los anteceden-
tes, ha vulnerado los derechos de la recurrente a la tutela
judicial efectiva sin indefensión y a la defensa y a la

asistencia de Letrado al desestimar la pretensión dedu-
cida, no por no concurrir los requisitos legalmente exi-
gidos, sino porque «en la tercería de dominio se obser-
varon las normas procedimentales y los principios de
defensa y de audiencia [y] la parte hizo caso omiso hasta
que presentó la solicitud una vez que conoció la
Sentencia».

2. A propósito de la cuestión planteada debe recor-
darse que el derecho a la asistencia jurídica gratuita,
garantizado ex art. 119 CE a quienes acrediten insu-
ficiencia de recursos para litigar, a pesar de su naturaleza
prestacional y de que, como derecho de configuración
legal, corresponde al legislador determinar su contenido
y condiciones de ejercicio (STC 16/1994, de 20 de ene-
ro, FJ 3), no puede ser denegado sin vulnerar al mismo
tiempo su derecho de acceso a la jurisdicción (STC
117/1998, de 2 de junio, FJ 3) a quienes, cumpliendo
los requisitos legalmente establecidos al efecto, lo
solicitan.

De otra parte, conforme a consolidada jurisprudencia,
debe reiterarse que el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión cuando afecta el acceso al proceso no
sólo se opone a toda interpretación y aplicación de los
requisitos de procedibilidad inmotivada, irrazonable o
incursa en error patente, sino que «impone la interdicción
de aquellas decisiones de inadmisión que por su rigo-
rismo, por su formalismo excesivo o por cualquier otra
razón revelen una clara desproporción entre los fines
que aquellas causas preservan y los intereses que sacri-
fican (STC 38/1998, de 17 de febrero, FJ 2)» (SSTC
259/2000, de 30 de octubre, FJ 2; 39/1999, de 22
de marzo, FJ 3; por otras).

3. En el presente supuesto, ciñendo nuestro enjui-
ciamiento al Auto objeto de este proceso constitucional
de amparo, debe concluirse que, en efecto, como denun-
cian la recurrente y el Ministerio Fiscal, la referida reso-
lución judicial no ofrece respuesta a la cuestión suscitada
ya que, frente a la petición de reconocimiento del dere-
cho a la justicia gratuita basada en la concurrencia de
los requisitos legalmente exigidos para ello y a la nega-
tiva de tener que justificar la existencia de esos requisitos
en un momento procesal en el que no había sido parte,
el Auto se limita a responder que en el procedimiento
de tercería de dominio se observaron las normas pro-
cesales y los principios de defensa y de audiencia. No
cabe sostener que la resolución impugnada, al afirmar
que la recurrente fue correctamente emplazada en el
procedimiento de tercería de dominio, esté dando res-
puesta a la falta de requisitos para solicitar la justicia
gratuita. Es más, aunque en hipótesis se admitiese que
de forma indirecta se da una respuesta tácita, ésta care-
cería de la motivación exigible a toda resolución judicial
que lleva a la denegación del acceso a la jurisdicción.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con-
secuencia:

1.o Reconocer que se ha vulnerado a la demandante
su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 CE).

2.o Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular
el Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
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Gijón, de 7 de octubre de 1998, desestimatorio de la
impugnación del Acuerdo de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita, de 22 de julio de 1998, y retrotraer
las actuaciones a fin de que proceda a dictarse nueva
resolución respetuosa con el contenido del art. 24.1 CE.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a dieciocho de junio de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

13800 Sala Segunda. Sentencia 145/2001, de 18
de junio de 2001. Recurso de ampa-
ro 5118/2000. Promovido por don Manuel
Fariñas Dacuña, frente a los Autos de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, que acor-
daron la prórroga de su prisión provisional,
en una causa seguida por delito contra la
salud pública.

Supuesta vulneración de los derechos a la
libertad personal y a la tutela judicial efectiva:
prisión provisional prorrogada dentro del pla-
zo legal (STC 37/1996), y suficientemente
motivada por el riesgo de fuga, dada la gra-
vedad de los hechos y sus contactos con una
organizac ión de l ic t iva internac iona l
(STC 164/2000).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5118/2000, inter-
puesto por don Manuel Fariñas Dacuña, representado
por la Procuradora doña Belén Aroca Flórez, con la asis-
tencia del Letrado don Jacinto Romera Martínez, contra
los Autos de fecha 7 y 31 de julio de 2000, dictados
por la Sección Cuarta de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, por los que, en el sumario núm. 16/1998,
seguido por delito contra la salud pública, se acordó
la prórroga por un año de la prisión provisional del
recurrente. Han intervenido el Ministerio Fiscal; don José
Ramón Varela González, representado por el Procurador
don Luis Alfaro Rodríguez y asistido por el Letrado don
José Miguel Garrido Maestre; y don José Luis Almeida
Moure, representado por la Procuradora doña Celia Fer-
nández Redondo y asistido por el Letrado don José Luis
de Micheo Izquierdo. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
pasado 27 de septiembre de 2000, el recurrente formuló
demanda de amparo contra las resoluciones judiciales
reseñadas en el encabezamiento, por las que la Sección

Cuarta de Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
decidió prorrogar, por el plazo de un año, su prisión
provisional.

2. Son antecedente de la pretensión de amparo los
siguientes hechos que, a tenor de las actuaciones judi-
ciales que han sido remitidas, se exponen resumida-
mente:

a) Al recurrente se le imputa haber participado en
el intento de introducción en España, vía marítima, a
través de las costas gallegas, de un alijo de cocaína
procedente de un lugar desconocido del mar Caribe.
En averiguación de estos hechos, el 6 de julio de 1998,
el Juez Central de Instrucción núm. 5 de la Audiencia
Nacional autorizó el acceso y registro del domicilio del
recurrente, al tiempo que ordenaba su detención para
el caso de ser encontrado. Ambas actuaciones —el regis-
tro y la detención— se llevaron a cabo en la madrugada
del día 7 de julio de 1998. El detenido, junto con otros
que se hallaban en su morada, fue puesto a disposición
judicial, y dos días más tarde, el 9 de julio de 1998,
dentro del plazo legal, el Juez de Instrucción acordó su
prisión provisional.

b) Su situación personal se ha mantenido durante
la instrucción de la causa, de forma que, el pasado 7
de julio de 2000, una vez remitidas las actuaciones a
la Sala, y pendiente de celebrarse la vista oral, se llevó
a efecto la comparecencia legalmente prevista a fin de
decidir sobre la eventual prórroga de la prisión provi-
sional, la cual fue acordada en Auto de esa misma fecha,
por un plazo adicional de un año.

c) La resolución por la que se acordó la prórroga
de la prisión provisional contiene la siguiente funda-
mentación:

«Para el Ministerio Fiscal debe mantenerse la prisión
provisional de los encausados y así lo entiende este Tri-
bunal, en contra del parecer de sus Abogados defen-
sores, pues si excepcional es la prórroga de la prisión,
excepcional es también la gravedad de los hechos que
se imputan a los acusados en la presente causa. Por
ello, de conformidad con lo establecido en el art. 504
de la ley de enjuiciamiento criminal procede prorrogar
la prisión preventiva de los procesados, que, a juicio
de este Tribunal, se encuentra suficientemente justifi-
cada por la existencia de un peligro cierto de fuga y
por la duración de la pena previsible. En efecto, se imputa
a los procesados haber formado parte de una organi-
zación criminal, cuyo objeto fue pertrechar un buque,
dotado de sofisticados sistemas electrónicos de nave-
gación, para dirigirse al Caribe, donde se aprovisionaron
de 423,693 kilogramos de cocaína que, según el auto
de procesamiento, introdujeron en España para el con-
sumo ilegal. En vista de ello, es claro que los hechos
que se persiguen en la presente causa revisten una
extraordinaria gravedad, que, a nuestro juicio, permite
considerar que los procesados, en caso de quedar en
libertad, intentarían sustraerse a la acción de la justicia,
impidiendo así la celebración del juicio que, en otro caso,
tendrá lugar, todo lo más, durante el primer trimestre
del próximo año. Esta circunstancia justifica, por sí, el
mantenimiento de la prisión provisional de los encau-
sados, sin que, frente a ella pueda oponerse, como han
hecho sus defensores, el tiempo transcurrido privados
de libertad, que dista mucho de la pena a la que resul-
tarían condenados de llegar a establecerse su culpabi-
lidad por los hechos incriminados.

En consecuencia, procede disponer la prórroga de
la prisión provisional acordada por el Juzgado de Ins-
trucción mediante sendos autos de 9 y 12 de julio de
1998, sin que, por lo tanto, pueda estimarse que en
el momento actual se encuentre vencida la prisión y,


